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A C U E R D O

En la ciudad de La Plata, a 3 de junio de 2009, habiéndose establecido, de conformidad con lo dispuesto en el Acuerdo 2078, que deberá observarse el siguiente orden de votación: doctores Soria, Hitters, de Lázzari, Pettigiani, Genoud, Kogan, Negri, se reúnen los señores jueces de la Suprema Corte de Justicia en acuerdo ordinario para pronunciar sentencia definitiva en la causa L. 89.354, "Castro, Luis Rodolfo y otros contra 'Cargill S.A.C.I.' y/o quien resulte responsable. Acción de amparo".

A N T E C E D E N T E S

El Tribunal del Trabajo de Pergamino, en el marco de la acción de amparo impetrada por los actores, por mayoría declaró la inconstitucionalidad de las resoluciones de la autoridad administrativa que individualiza y en consecuencia, rechazó el remedio constitucional intentado.

Los accionantes interpusieron recursos de apelación y extraordinario de inaplicabilidad de ley en subsidio.

La Cámara de Apelación en lo Civil, Comercial y de Garantías en lo Penal de Pergamino, llamada a intervenir en el recurso de apelación, se declaró incompetente por razón de la materia.

Vueltos los autos al tribunal de origen, éste concedió el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley deducido oportunamente en subsidio.

Dictada la providencia de autos y hallándose la causa en estado de pronunciar sentencia, la Suprema Corte decidió plantear y votar la siguiente

C U E S T I O N 

¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?

V O T A C I O N

A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Soria dijo:

I.1. Se inició la presente acción de amparo por los actores cuyas carta poder obran a fs. 2/26, contra "Cargill Sociedad Anónima Comercial e Industrial" a quien se imputó el incumplimiento de las resoluciones 336/2002 del Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social de la Nación y 8/2002 de la Comisión Nacional de Trabajo Rural, habida cuenta que la empleadora realizaba tareas propias que les correspondía a los estibadores reclamantes (carga y descarga de cereal a granel o en bolsa) con personal permanente (art. 76, ley 22.248), cuando las referidas resoluciones imponían la obligación de contratar a los accionantes por encontrarse incluidos en las Bolsas de Trabajo.

2. Contestada la acción por "Cargill S.A.C.I." a fs. 45/53, se solicitó su rechazo, peticionando como sustento de su defensa la declaración de inconstitucionalidad de las referidas resoluciones administrativas.

3. El tribunal de trabajo interviniente hizo lugar al planteo de inconstitucionalidad interpuesto por la accionada y, en consecuencia, rechazó la acción de amparo (fs. 142/158 vta.).

4. A fs. 161/176 vta. se dedujo por los actores recurso de apelación contra la resolución de grado y subsidiariamente recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley para el caso de que la Cámara departamental se declarase incompetente.

5. El tribunal del trabajo concedió el recurso de apelación en relación y con efecto devolutivo por ante la Excelentísima Cámara de Apelaciones en lo Civil, Comercial y de Garantías en lo Penal Departamental (art. 496 inc. 4, C.P.C.C.; fs. 177).

6. El Tribunal de alzada resolvió no entender en la presente causa por razón de la materia (fs. 178 y vta.).

7. Vuelta la causa al tribunal de origen, éste concedió el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley deducido en subsidio (fs. 188 y vta.).

II. El recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley ha sido mal concedido. 

Planteada la presente acción de amparo con sustento en el art. 321 del Código Procesal Civil y Comercial (conf. fs. 30 vta.), la intervención de esta instancia casatoria extraordinaria está supeditada al cumplimiento del régimen recursivo que dicho Código de rito establece, requiriéndose -por tanto- la existencia de un pronunciamiento emitido por el órgano judicial definido en el art. 278 del Código Procesal Civil y Comercial.

Si bien en la especie ello aconteció (conf. fs. 178 y vta.), no es menos cierto que la Cámara de Apelación en lo Civil, Comercial y de Garantías en lo Penal de Pergamino no emitió opinión sobre el fondo del asunto sino que se declaró incompetente para intervenir. Ello no fue cuestionado por los quejosos, arribando firme a esta instancia.

Así, la revisión que se propone a esta casación en el recurso en tratamiento no puede tener cabida ante la ausencia de pronunciamiento en la alzada -con carácter previo a la intervención de esta Suprema Corte- sobre la materia del debate. 

Para más, juzgo que aunque mitigada (conf. doct. causa Ac. 62.093 "Danzi de Trotta", sent. de 2-III-1999), la exigencia de que el remedio extraordinario debe bastarse a sí mismo (art. 279, C.P.C.C.) no puede soslayarse en la especie a tenor de las circunstancias que conforman el sub examine. En tal sentido, observo que el recurso extraordinario fue interpuesto en subsidio del de apelación para el caso en que se declarara incompetente la Cámara de Apelación departamental. Ello, en mi opinión, también torna improcedente la vía casatoria, pues el recurrente al así proceder consintió la declaración de incompetencia que efectuó la alzada, desinteresándose por el que debió ser el pronunciamiento de aquélla sobre la sustancia del pleito y, por ende, voluntariamente clausuró la reedición del debate en esta instancia extraordinaria frente a la ausencia de la sentencia definitiva que el ordenamiento procesal exige para la intervención de esta Suprema Corte (arg. art. 278, C.P.C.C.).

Y sin desconocer que las resoluciones dictadas en materia de competencia no revisten -en principio- el carácter de definitivas para habilitar el remedio extraordinario, no es menos cierto que en la especie la conducta procesal de los amparistas importó un desinterés para demostrar la concurrencia de alguno de los supuestos excepcionales que hubieran permitido apartarse de tal criterio (conf. causa Ac. 93.570, res. de 1-VI-2005), deficiencia que no puede ser suplida por el tribunal.

No obsta a lo expuesto el dictado de la providencia de autos para resolver, porque ese trámite no impide a este Tribunal examinar si se han cumplido los requisitos de admisibilidad del medio extraordinario de impugnación sometido a su conocimiento (conf. causas L. 74.702, sent. del 21-V-2002; L. 77.004, sent. del 14-V-2003).

III. Por las razones expuestas, debe declararse mal concedido el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley.

Así lo voto.

El señor Juez doctor Hitters, por los mismos fundamentos expuestos por el señor Juez doctor Soria, votó en el mismo sentido.

A la cuestión planteada, el señor Juez doctor de Lázzari dijo:

Me permito una reseña de lo actuado en este expediente, como para que quede de manifiesto la índole del proceso que se ha llevado a cabo y para que -a la vez- sirva de base fáctica y justifique la decisión que propongo.

Veamos: la acción de amparo fue promovida, mediante apoderado, por un grupo de particulares integrantes de una bolsa de trabajo, cuya nómina es administrada a través de la "Unión de Trabajadores Rurales y Estibadores" (UATRE), seccional Colón, Provincia de Buenos Aires, quienes se sienten afectados por la política de la empresa demandada -"Cargill S.A.I.C."- de usar su personal permanente para llevar a cabo cierto tipo de trabajo propio de los estibadores rurales, y de contratar personal temporario no registrado en dicha bolsa. 

Se radicó esta acción ante el Tribunal del Trabajo de Pergamino quien dispuso correr traslado a la demandada, siguiendo las reglas del proceso sumarísimo con cita de los arts. 321 y 496 del Código Procesal Civil y Comercial por el término perentorio e improrrogable de cinco días.

La empresa demandada contestó la acción quedando, por su falta de ataque al respecto, tácitamente aceptada la intervención del tribunal del trabajo. Asimismo, aunque cuestionó la procedencia del amparo, lo hizo porque -según su opinión- no se hallaban cumplidos los requisitos condicionantes de este tipo de acción, sin controvertir la vía sumarísima utilizada.

El tribunal del trabajo proveyó a esta presentación y dispuso un nuevo traslado a los actores, bajo el apercibimiento contenido en el art. 496 del Código procesal. Escuchada esa parte, se recibió la causa a prueba por el corto lapso de diez días, citándose nuevamente lo normado en el art. 496 del Código Procesal Civil y Comercial.

Durante la vista de causa se consintió la integración del Tribunal, se desistió prueba y se dispuso el pase de los autos al acuerdo, sobre el que dan cuenta las piezas glosadas a fs. 142/157 vta. Inmediatamente se dictó la sentencia que luce a fs. 158 y vta., donde se citan los arts. 43 de la Constitución nacional; 321 inc. 1 y 496 del Código Procesal Civil y Comercial y las leyes 7166 y 7261.

Dos días hábiles después, los amparistas dedujeron un recurso de apelación y, en forma subsidiaria, un recurso extraordinario, donde atacaban dicha sentencia. Para justificar tal forma de impugnación, su apoderado alegó que, si bien interponía la apelación en los términos del art. 496 inc. 4 del Código Procesal Civil y Comercial, debía advertir que la Cámara de Apelación local, en situaciones similares (recurso deducido en un amparo contra una sentencia desestimatoria dictada por el tribunal laboral), se había declarado incompetente para intervenir, en virtud de cierto precedente originado en esta Corte. Ante ello, agregó, dejaba a salvo esa vía extraordinaria.

El tribunal del trabajo debió tomar nota de ello, no sólo desde que concedió en relación y con efecto devolutivo el recurso ante la Cámara departamental, con apoyatura en el art. 496 inc. 4 de la ley ritual, sino porque ‑además- citó doctrina de esta Suprema Corte donde se establece que, aún en caso de que la sentencia del juicio de amparo haya sido dictada por jueces laborales, la instancia revisora está a cargo de la Cámara de Apelación departamental.

A pesar de ello, la Cámara de Apelación en lo Civil, Comercial y de Garantías en lo Penal de Pergamino, a fs. 178, resolvió que no era alzada respecto de aquel tribunal (apoyándose en los arts. 18 inc. b y 38 de la ley 5827, t.o.), agregando que la causa ventilada era de carácter laboral (citando en su beneficio al art. 1 de la ley 11.653). Entonces, puesto que la competencia en razón de materia es absoluta e improrrogable, consideró que le correspondía inhibirse en el conocimiento del recurso. En la parte resolutiva de su pronunciamiento simplemente declaró que, en razón de la materia de que se trata, no correspondía a la Cámara entender en la presente causa, devolviéndola al tribunal laboral, con cita del art. 55 de la ley 11.653.

Ante esto, el apoderado de los amparistas reclamó que le fuera concedido aquello que dejó solicitado en forma subsidiaria -esto es, el recurso extraordinario interpuesto- así como la elevación de la causa a esta Suprema Corte. El tribunal del trabajo, con alegación de distintas normas que regulan el proceso civil y comercial y el procedimiento laboral, concede el recurso de inaplicabilidad de ley y remite lo actuado a esta sede, llegando así a donde estamos en la actualidad.

Este largo relato que me he permitido efectuar tiene como finalidad mostrar que, aunque tramitado ante un tribunal del trabajo (y no hay objeción para ello pues, conforme al criterio mayoritario de esta Corte, cualquier juez de la Provincia de Buenos Aires es competente para entender en una acción de amparo), se han seguido las reglas procedimentales correspondientes a la materia civil y comercial, adaptadas para la especial conformación colegiada de dicho tribunal. Las citas de los arts. 321 y 496 (mediante los cuales se define y articula el proceso sumarísimo, esa forma del amparo contra los actos de particulares) abundan en todas las providencias mostrando que, aún al dictarse la sentencia, se respetaron las vías y recaudos fijados en el Código Procesal Civil y Comercial. Esta coherencia se ve alterada cuando la Cámara de Apelación local, atendiendo exclusivamente a la naturaleza nominal del tribunal actuante, y realizando una interpretación de la Ley Orgánica del Poder Judicial que ignora otras normas del sistema (entre ellas, la ley 7166 y sus reformas), se aparta de lo actuado y del proceso seguido, produce esta forma espuria de inhibición (adviértase que no se la declara en forma expresa, no se indica cuál es el tribunal tenido por competente, etc.).

Ello provoca el siguiente desacierto. El tribunal del trabajo, que de manera impecable había seguido los pasos rituales propios del juicio sumarísimo y que, sobre todo, había advertido que -conforme doctrina de esta Suprema Corte- la Cámara resultaba competente para entender en el recurso de apelación, a fs. 188 sin mayores argumentos vuelve sobre su propia postura, acepta la inhibición de la Cámara y concede el recurso extraordinario interpuesto de forma subsidiaria contra la sentencia que había dictado.

Agrego más: la resolución de la Cámara -más allá del hecho de no haber sido impugnada por los actores- resultaba inatacable para las partes, por no tratarse de una sentencia definitiva (art. 279 del C.P.C.C.; conf. causas Ac. 91.516, interlocutoria del 13-IV-2005; Ac. 93.570, interlocutoria del 1-VI-2005, por citar las más recientes).

De todas maneras, me apuro a señalar que, evidentemente, esa forma de interposición subsidiaria o eventual de un recurso extraordinario intentada por la actora ha sido considerada improcedente (conf. causas Ac. 40.283, sent. del 4-X-1988; Ac. 40.331, sent. del 10-IX-1991; Ac. 57.637, sent. del 15-IX-1998, entre otras). Sin embargo, estimo que, en este caso particular, se impone decretar la nulidad del pronunciamiento de la Cámara de Apelación en lo Civil, Comercial y de Garantías en lo Penal de Pergamino, y de las resoluciones que se hayan dictado en su consecuencia.

Veamos, para justificar tal propuesta, la situación en que nos encontramos. La Cámara con su inhibición ha renunciado a intervenir en estas actuaciones, a despecho de la obligación de hacerlo que tenía en virtud de lo preceptuado por el art. 19 de la ley 7166. El tribunal del trabajo, en lugar de plantear la cuestión de competencia -pues la resolución de la Cámara lo ponía en situación de volver contra sus propias decisiones y avocarse a una cuestión que por la ley de amparo no le correspondía- ha concedido un recurso que era formalmente inadmisible. Por nuestra parte, correspondería que declarásemos mal concedido el recurso extraordinario, y merced a ello adquiriría firmeza la sentencia que desestimó el amparo. Ahora bien: de esta manera, la inequívoca intención de los amparistas de impugnar un pronunciamiento que les era adverso quedaría sin tratamiento por cuestiones formales mal encaminadas, trastrueques jurisprudenciales o desviadas interpretaciones de precedentes. En otras palabras: alguien asegura que se atropellan sus derechos y garantías fundamentales y reclama de nuestra parte que, en el ejercicio de una competencia que nos es propia, reivindiquemos esos derechos a su favor. ¿Podemos oponer a ello cuestiones rituales, formalidades y tecnicismos, con serio riesgo de caer en la denegación de justicia, en la renuncia de la jurisdicción y en el desconocimiento de nuestro deber de otorgar una continua y efectiva tutela judicial (art. 15 de la Constitución provincial)?

La situación descripta antes debe ser remontada hasta encontrar su causa originaria. En mi parecer tal causa resulta ser el pronunciamiento de la Cámara departamental quien, al desligarse de una competencia que claramente le correspondía ha afectado uno de los presupuestos procesales, como es la competencia, provocando la invalidez de lo actuado.

Los presupuestos procesales, como los ha caracterizado la doctrina tradicional (tal como fueron diseñados por Oskar von Büllow en "La teoría de las excepciones procesales y los presupuestos procesales", E.J.E.A. Bs. As., 1964, y redimensionados, entre otros, por Chiovenda), son los supuestos de hecho o de derecho sin los cuales el proceso no tiene existencia jurídica ni validez formal; son ‑para decirlo con otras palabras- los requisitos indispensables para que la relación jurídica procesal, se inicie, se desarrolle y se extinga con una sentencia motivada. La falta de un presupuesto procesal acarrea la nulidad de la sentencia; y si este presupuesto es de suma trascendencia esta nulidad hasta puede ser declarada de oficio. Los jueces están facultados y también obligados a asumir el concreto contralor de tales presupuestos procesales, porque estos son los requisitos de procedibilidad de la pretensión (conf. causa L. 84.284, sent. del 18-XII-2002). En el caso, la Cámara ha negado su condición de juez con competencia, condición que le es instituida por el art. 19 de la ley 7166, a la vez que ha ignorado la clara naturaleza civilística del proceso cuyo conocimiento se le plantea y ha desconocido los precedentes de esta Suprema Corte sobre la cuestión (a pesar de que alguno le fuera citado). Ha desoído, en definitiva, la recomendación de que en el amparo los requisitos procesales tengan una adecuada flexibilidad en coherencia con la alta misión asegurativa del instituto (conf. Morello, "La eficacia del proceso", Cap. 6, 'Las garantías del proceso justo y el amparo en relación a la efectividad de la tutela judicial'; Ed. Hammurabi, pág. 61). 

En tales circunstancias, el hecho de que no fuera planteada la cuestión de competencia por aquel que se encontraba en situación de hacerlo (esto es, el tribunal laboral) no puede considerarse impedimento para que, dentro del especial marco de la acción de amparo, aquella resolución sea revista mediante la declaración de su nulidad.

No ignoro que cuanto propongo es excepcional, ni la gravedad que conlleva. Pero juzgo más grave que, cayendo en un exceso ritual, se desoigan los deberes de contralor que pesan sobre los magistrados, cualquiera fuera la instancia que ocupen. Ha habido un error -por lo menos, así me lo parece- de parte de la Cámara de Apelación departamental al no asumir la competencia que le correspondía, y otro error (también así lo creo) de parte del tribunal laboral al no plantear la cuestión respectiva. Desestimar un recurso en un juicio de la trascendencia de un amparo por una cuestión formal sería multiplicar aquellos errores, anteponiendo el ritualismo a los derechos de raigambre constitucional que -según afirman los actores- han sido conculcados.

En esa línea de pensamiento, reitero lo que he tenido oportunidad de expresar en otra ocasión, aunque en circunstancias diferentes, debe rechazarse toda hermenéutica que cierre el camino a la jurisdicción, por tratarse de una garantía que se erige en uno de los pilares básicos del estado de derecho (conf. causas B. 51.979 y B. 51.981, ambas con sentencia del 21-VI-2000). En su lugar, debe ser escuchado el reclamo de los justiciables que cada vez con mayor intensidad reclaman del activismo judicial, interpretado como la necesidad de tener garantías de efectivo acceso a la justicia y de contar con vías aptas que permitan  arribar a decisiones judiciales sobre el fondo de las cuestiones planteadas, por sobre los rigorismos formales que la necesidad de justicia no admite (conf. causas Ac. 81.216, sent. del 21-X-2003; L. 79.806, sent. del 1-III-2004; y varias más).

Propongo, pues, declarar ex officio la nulidad de la resolución dictada por la Excma. Cámara de Apelación. Ello se impone en virtud de que las alternativas que han quedado reseñadas producen, a la postre, la vulneración del debido proceso y la frustración del acceso a la justicia, con severa lesión a los arts. 18 de la Constitución nacional y 10 y 15 de la Constitución de la Provincia (conf. Morello, A. M., "La eficacia del proceso", Berizonce, R.O. "Derecho Procesal Civil actual", L.E.P., págs. 103 y sigts. y 361 y sigts.).

Así lo voto.

Los señores jueces doctores Pettigiani y Genoud, por los mismos fundamentos expuestos por el señor Juez doctor de Lázzari, votaron en el mismo sentido.

La señora Jueza doctora Kogan, por los mismos fundamentos expuestos por el señor Juez doctor Soria, votó en el mismo sentido. 

A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Negri dijo:

Las alternativas procesales de la causa, suficientemente detalladas en el voto del doctor de Lázzari, dan cuenta del desacertado trámite que los órganos intervinientes impusieron a las actuaciones luego que fuera dictada la sentencia del tribunal de trabajo que rechazó la demanda fundada en el art. 321 del Código Procesal Civil y Comercial. Defectos procesales que, a la par que configuran violación del debido proceso, generan consecuencias desfavorables que no pueden ser aplicadas a los recurrentes sin grave compromiso del derecho a obtener una tutela judicial continua y efectiva (art. 15 de la Constitución provincial).

En atención, entonces, a las particulares características de la especie, y a que los recaudos procesales tienen por fin cuidar ciertas exigencias de orden externo, pero no para que los derechos se vean vulnerados sino -por el contrario- para que su realización resulte en todos los casos favorecida (conf. mi voto en causa Ac. 88.931, sent. del 26-IX-2007, entre otras), adhiero por los fundamentos aquí expuestos y, en lo que resulte concordante, al voto del doctor de Lázzari.

Así lo voto.

Con lo que terminó el acuerdo, dictándose la siguiente

S E N T E N C I A

Por lo expuesto en el acuerdo que antecede, por mayoría, se anula de oficio la resolución de fs. 178/178 vta. y las emitidas en consecuencia de ésta. Vuelvan los autos a la Cámara de Apelación para que, integrada con otros jueces, dicte un nuevo pronunciamiento según lo que aquí se ha decidido.

Notifíquese.
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